SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°079
RADICACIÓN:660013187003201800051-01
ACCIONANTE: JAIME RODRÍGUEZ LONDOÑO
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:

  Sentencia  – 2ª instancia –31 de agosto de 2018

Proceso:    
       Acción de Tutela 
Radicación Nro. :          660013187003201800051-01

Accionante:            
  Jaime Rodríguez Londoño
Accionado:
       Superintendencia de Industria y Comercio.

Magistrado Ponente:   Jorge Arturo Castaño Duque

TEMAS:

DEBIDO PROCESO/ ASUNTOS JURISDICCIONALES DE LA SIC- PROCESO VERBAL-/ REQUISITOS GENERALES Y CAUSALES ESPECÍFICAS PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES/ DEFECTO PROCEDIMIENTAL-LA FALLA TÉCNICAS OCASIONADA EN EL DESARROLLO DE LA AUDIENCIA PREVISTA EN EL 392 CGP, REALIZADA DE MANERA VIRTUAL, NO IMPIDIÓ A LA PARTE ACTORA EJERCER LOS DERECHOS DE DEFENSA Y CONTRADICCIÓN-/ OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL/ CONFIRMA.
Del estudio del dossier se aprecia que a raíz de la demanda que interpuso el señor RODRÍGUEZ LONDOÑO ante la SIC, contra DESPEGAR y LATAM AIRLINES, por cuanto pese a haber pedido el retracto de la compra de unos tiquetes aéreos las entidades no atendieron su reclamación, ni mucho menos respondieron sus peticiones, se dio comienzo por parte de la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales de dicha Superintendencia, a la acción de protección al consumidor, por intermedio de un proceso verbal sumario.

(…)
Para la Colegiatura, contrario a lo expresado por el accionante, la entidad accionada no vulneró en momento alguno su derecho a la defensa y contradicción, ello al resultar diáfano que el señor RODRÍGUEZ LONDOÑO sí tuvo la oportunidad de intervenir de manera activa en dicha actuación, habiéndosele dado la oportunidad de rendir interrogatorio, de pronunciarse en las alegaciones finales, e igualmente escuchó casi la totalidad de la providencia emitida por la funcionaria, y no obstante que existió una falla técnica, al mismo se le comunicó vía telefónica lo allí decidido.

(…)
Como se indicó con antelación, es indudable que existió una falla técnica en el registro de la audiencia, muy específicamente cuando la funcionaria daba a conocer sus planteamientos sobre el caso -del minuto 1:00:28 al 1:00:56 cuando salió de la imagen el acá accionante- y al finalizar la grabación -a partir del minuto 1:03:12-, pero tal situación de falla técnica en el registro no le impidió al señor JAIME RODRÍGUEZ hacer uso de su derecho al debido proceso, al haber podido intervenir en la audiencia. Y si bien señala que no se le dio la oportunidad de interponer recurso contra lo allí decidido, para lo cual acudió con posterioridad a presentar una solicitud de nulidad que le fuera despachada de manera desfavorable, debe observarse que desde la génesis de la actuación se sabía que contra la decisión que allí sería proferida NO PROCEDÍA RECURSO ALGUNO, POR TRATARSE DE UN PROCESO DE MÍNIMA CUANTÍA, de lo cual fue debidamente enterado el señor JAIME RODRÍGUEZ por carecer de conocimientos en derecho, situación que muy seguramente es la que lo lleva a pretender que por vía de tutela se reabra un debate que se ha cumplido conforme al ordenamiento legal, en especial que se le permita presentar la alzada cuando la misma no procede en esa clase de asuntos, se repite, por ser de única instancia.
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                                      PEREIRA-RISARALDA 
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                                            RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


Pereira, treinta y uno (31) de agosto de dos mil dieciocho (2018)

                                                              Acta de Aprobación N° 738
                                                                         Hora: 11:10 a.m.                                  
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor JAIME RODRÍGUEZ LONDOÑO frente al fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela interpuesta contra la Superintendencia de Industria y Comercio.

2.- DEMANDA 

Informa en el escrito de tutela el señor RODRÍGUEZ LONDOÑO, que al no obtener respuesta de la aerolínea LAN sobre el derecho de retracto de los pasajes aéreos adquiridos para su hija en el año 2015, interpuso demanda ante la Superintendencia de Industria y Comercio -en adelante SIC-, donde se admitió en septiembre de 2017 y participó de manera virtual en la audiencia pertinente, cuya trasmisión fue defectuosa y no se le permitió presentar alegatos finales, ejercer su derecho a la defensa, ni mucho menos conoció el fallo adoptado, el cual le fue comunicado por vía telefónica, pero frente a ello no pudo interponer recursos, por lo que posteriormente pidió la nulidad de lo actuado ante las anomalías generadas. Reitera que a raíz de las fallas técnicas se profirió un fallo sin conocer los motivos, ni cómo finalizó la audiencia, y si con posterioridad a la misma se realizaron otras actuaciones.

Pide se protejan sus derechos al debido proceso y se ordene a la Superintendencia que se adelante el trámite conforme a la normativa legal, la cual ha sido quebrantada.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El despacho admitió la demanda de tutela y vinculó a la entidad accionada, frente a lo cual se pronunció la Coordinadora del Grupo de Trabajo de Gestión Judicial el Director Regional de la entidad, quien luego de hacer alusión a lo expresado por el actor, y a las actividades desarrolladas por la Superintendencia con ocasión de la demanda interpuesta, señala lo siguiente: (i) a la audiencia solo asistieron las partes quienes se identificaron y se les reconoció personería para actuar; (ii) aunque hubo fallas técnicas en su desarrollo, las partes tuvieron la oportunidad de presentar alegaciones de conclusión, y aunque posteriormente se generaron inconvenientes la audiencia se pudo concluir con la utilización de medios tecnológicos para garantizar el derecho de acceso a la administración de justicia, pues para la lectura del fallo se realizó llamada telefónica para que el demandante conociera la misma, máxime que las consideraciones se realizaron sin problema alguno; (iii) al tratarse de un proceso verbal de mínima cuantía no cabía recurso alguno contra lo decidido, como se le dio a conocer a las partes al inicio de la audiencia; (iv) la tutela no procede al dirigirse contra una sentencia judicial en firme, precedida del agotamiento de las etapas procesales, máxime que la acción constitucional no cumple con los requisitos generales de procedencia, al no estar satisfechas las exigencias a que alude la jurisprudencia; (v) se advierte improcedente la tutela al ser utilizada como un ilegítimo recurso extraordinario para revivir un proceso ya culminado y que hizo tránsito a cosa juzgada, y (vi) la entidad no ha vulnerado los derechos del accionante, en tanto sus actuaciones han respetado el procedimiento que establecen la normativa y en consecuencia pide se niegue el amparo exigido.

3.2- Agotado el trámite a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en julio 26 de 2018, en la que negó el amparo reclamado al estimar que la SIC no vulneró los derechos del actor, al habérsele brindado todas las oportunidades legales y por el contrario lo actuado se ajusta a la normativa vigente, sin que la tutela pueda reactivar términos al haberse tenido oportunidades y mecanismos para atacar la decisión judicial.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la sentencia adoptada expresa el accionante que no se analizaron los hechos de la demanda o si realmente se presentaron las irregularidades expuestas.  Expresa que no pretende que se deje sin efecto una sentencia judicial, sino que se respete el debido proceso y las actuaciones se desarrollen en debida forma, para ejercer su derecho a la defensa y controvertir lo decidido, a lo cual no pudo acceder por fallas técnicas, así el fallo le sea favorable o adverso.

No puede ser que en la tutela se diga que las actuaciones fueron de acuerdo con la ley, sin exponer si el procedimiento fue correcto y si en las audiencias se respetó el derecho a la defensa, por lo cual pide se revoque la providencia adoptada y se conceda lo pedido.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia dictada por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por el 1069/15 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la tutela impetrada. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 
De acuerdo con las manifestaciones realizadas por el accionante, entiende la Corporación que su solicitud está dirigida básicamente a buscar la protección del derecho fundamental al debido proceso, al parecer vulnerado por una de las Delegadas para Asuntos Jurisdiccionales de la SIC, a raíz de las presuntas irregularidades que se presentaron en el desarrollo de la audiencia celebrada de manera virtual ante dicha entidad, y en la cual se profirió un fallo que resultó desfavorable a sus pretensiones.

Como quiera que la tutela va dirigida contra una decisión emitida por la SIC, en uso de las funciones jurisdiccionales que le han sido atribuidas, con antelación a ingresar en el análisis de fondo la Colegiatura considera pertinente hacer mención a un pronunciamiento
 de la H. Corte Constitucional en la que esa Corporación recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que esta proceda contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
  de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
 del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” 

Para establecer si se cumplen los requisitos generales de procedibilidad de la acción constitucional contra la decisión judicial aludida, se debe analizar lo siguiente:

· Relevancia constitucional: De conformidad con lo referido por el accionante, el caso lo reviste, por la presunta vulneración a sus derecho fundamental al debido proceso, por cuanto al parecer no se le dio la oportunidad de intervenir en debida forma en la mencionada audiencia, esto es para presentar alegatos finales e interponer los recursos de ley.

· Agotamiento de recursos ordinarios: como se indicó con antelación, uno de los fundamentos del actor para presentar la tutela, es la imposibilidad que tuvo de interponer alzada contra la decisión de la SIC, y por ende se le limita la opción de acudir a otra instancia para controvertir lo dispuesto.

· Inmediatez: Es evidente que acá se presenta, toda vez que la providencia que tilda de contraria a derecho, fue proferida en abril 19 de 2018, esto es, algo más de dos meses antes a haberse interpuesto la tutela.

· Que la irregularidad procesal tenga incidencia directa en la decisión que resulta vulneratoria de derechos fundamentales: No obstante que nada informa al respecto, ello al parecer tuvo ocurrencia ante la imposibilidad que tuvo en el referido procedimiento para hacer valer sus derechos, en especial el del debido proceso.

· Que el actor identifique de forma razonable los hechos que generan violación y que la misma haya sido alegada en el interior del proceso judicial, siempre y cuando esto hubiere sido posible: Ellos los hizo consistir, precisamente en las irregularidades que en su sentir se generaron en desarrollo de la audiencia, donde se presentaron inconvenientes de índole técnico que le impidieron conocer la decisión que fue emitida, sin dársele la oportunidad de controvertirla.

En cuanto a las causales de procedencia específica, y no obstante que el accionante no hizo alusión a alguna de ellas, estima la Sala que podríamos hallarnos ante un defecto procedimental
, en tanto como así se desprende de lo narrado por el actor, la funcionaria en dicho trámite desconoció la ritualidad previamente establecida para el efecto, al no permitirse la respectiva intervención.

En criterio del Tribunal, y de acuerdo con los planteamientos del accionante, la tutela sí cumple los requisitos de procedencia, y en consecuencia se estudiará de fondo el caso debatido.

Como lo establece el artículo 29 Superior, el derecho al debido proceso tiene por finalidad resguardar garantías básicas o esenciales de cualquier tipo de proceso, con el fin de: “proteger a los ciudadanos contra los abusos o desviaciones de poder por parte de las autoridades, originadas no solo de las actuaciones procesales sino de las decisiones que se adopten y puedan afectar injustamente los derechos e intereses legítimos de aquellos”
. Así mismo ha señalado también la jurisprudencia
, que algunos elementos consustanciales del debido proceso son: el derecho al juez natural, a presentar y controvertir pruebas, el derecho a la segunda instancia, el principio de legalidad, el derecho de defensa material y técnica; la publicidad de los procesos y las decisiones judiciales, y la prohibición de jueces sin rostro o secretos
. 

De igual forma, el derecho a la defensa es una de las principales garantías del debido proceso, siendo definida por el Alto Tribunal Constitucional
 como: “la oportunidad reconocida a toda persona, en el ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o administrativa, de ser oída, de hacer valer las propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman favorables, así como ejercitar los recursos que la otorga.”
Del estudio del dossier se aprecia que a raíz de la demanda que interpuso el señor RODRÍGUEZ LONDOÑO ante la SIC, contra DESPEGAR y LATAM AIRLINES, por cuanto pese a haber pedido el retracto de la compra de unos tiquetes aéreos las entidades no atendieron su reclamación, ni mucho menos respondieron sus peticiones, se dio comienzo por parte de la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales de dicha Superintendencia, a la acción de protección al consumidor, por intermedio de un proceso verbal sumario.

Fue así como en abril 19 de 2018 se citaron los interesados para llevar a cabo la audiencia de que trata el canon 392 CGP, la cual se realizó de manera virtual, contándose con la presencia del hoy accionante, así como las apoderadas de las sociedades DESPEGAR y LATAM AIRLINES, y precedida por una abogada de la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales de la SIC., quien fungió como juez.
Al revisar los registros de esa audiencia –los que se allegaron por la SIC a esta Sala-, se observa que quien presidió la audiencia indicó que la actuación se surtía por medio del proceso verbal sumario de mínima cuantía, y que contra la decisión que se proferiría no procedía recurso alguno. Con esas obligadas precisiones se dio comienzo a la actuación, en la cual: (i) se identificaron cada uno de los intervinientes; (ii) se agotó la etapa de conciliación que se declaró fracasada; (iii) se efectuó el saneamiento del proceso, ante lo cual no existió petición alguna; (iv) se escuchó en interrogatorio al señor JAIME RODRÍGUEZ, así como a la representante judicial de la Sociedad DESPEGAR; (v) no se presentó solicitud de nulidad alguna por vicios del consentimiento; (vi) se oyeron las alegaciones finales de todos los intervinientes; y (vii) se emitió sentencia anticipada a la luz de lo reglado en el numeral 2° del artículo 278 C.G.P.

En efecto, entre los minutos 42:06 al 44:32 se aprecia la intervención del señor JAIME RODRÍGUEZ, donde reitera su pretensión, y con posterioridad a ello se pronuncian las apoderadas de DESPEGAR y LATAM AIRLINES, para solicitar que fuera despachado de forma desfavorable su solicitud. Finalizadas dichas intervenciones y luego de un receso, la a quo empezó a pronunciar las consideraciones de su decisión -a partir del minuto 53:50-, habiéndose observado que la misma alcanzó a dictar una parte de su fallo, en tanto al minuto 01:03:08 señaló que: “el despacho negará las pretensiones de la demanda”; luego de lo cual se interrumpió la grabación, situación que implica que al demandante solo le faltó escuchar que no se condenaba en costas y el archivo de la actuación, como así quedó plasmado en la providencia, tal cual se desprende de la copia del acta de la referida audiencia
.

Para la Colegiatura, contrario a lo expresado por el accionante, la entidad accionada no vulneró en momento alguno su derecho a la defensa y contradicción, ello al resultar diáfano que el señor RODRÍGUEZ LONDOÑO sí tuvo la oportunidad de intervenir de manera activa en dicha actuación, habiéndosele dado la oportunidad de rendir interrogatorio, de pronunciarse en las alegaciones finales, e igualmente escuchó casi la totalidad de la providencia emitida por la funcionaria, y no obstante que existió una falla técnica, al mismo se le comunicó vía telefónica lo allí decidido.

Encuentra la Sala que antes de dictarse la decisión que cuestiona el actor, se procedió por la funcionaria a realizar el análisis respectivo y dentro de las consideraciones planteadas refirió la Delegada de la SIC que la demanda interpuesta por el ciudadano JAIME RODRÍGUEZ se hizo por fuera del término, en tanto si por favorabilidad se tiene que la última fecha de utilización del tiquete aéreo era en septiembre 29 de 2015, de conformidad con lo reglado en el numeral 3° del artículo 58 de la Ley 1480 de 2011, solo contaba con un año para presentar la demanda, lo cual no hizo. Y aunque se refiere que al parecer se trató de hacer desde el año 2015, el demandante no atendió los requerimientos de la SIC para que allegara la documentación pertinente, y por ende le fue rechazada, lo que conllevó a que perdiera la oportunidad de adelantar el trámite dentro del término de ley.

Como se indicó con antelación, es indudable que existió una falla técnica en el registro de la audiencia, muy específicamente cuando la funcionaria daba a conocer sus planteamientos sobre el caso -del minuto 1:00:28 al 1:00:56 cuando salió de la imagen el acá accionante- y al finalizar la grabación -a partir del minuto 1:03:12-, pero tal situación de falla técnica en el registro no le impidió al señor JAIME RODRÍGUEZ hacer uso de su derecho al debido proceso, al haber podido intervenir en la audiencia. Y si bien señala que no se le dio la oportunidad de interponer recurso contra lo allí decidido, para lo cual acudió con posterioridad a presentar una solicitud de nulidad que le fuera despachada de manera desfavorable, debe observarse que desde la génesis de la actuación se sabía que contra la decisión que allí sería proferida NO PROCEDÍA RECURSO ALGUNO, POR TRATARSE DE UN PROCESO DE MÍNIMA CUANTÍA, de lo cual fue debidamente enterado el señor JAIME RODRÍGUEZ por carecer de conocimientos en derecho, situación que muy seguramente es la que lo lleva a pretender que por vía de tutela se reabra un debate que se ha cumplido conforme al ordenamiento legal, en especial que se le permita presentar la alzada cuando la misma no procede en esa clase de asuntos, se repite, por ser de única instancia.

Por lo anterior y como quiera que en sentir del Tribunal no se avizora la vulneración de los derechos fundamentales exigidos por el actor, se confirmará la providencia adoptada.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario,
WILSON FREDY LÓPEZ
� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


�  Sentencia SU-659 de 2015.


� Sentencia T-751A de 1999.


� Sentencia T-544 de 2015.


� Finalidad resguardada por instrumentos internacionales como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 25) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 14). Así como, por la jurisprudencia de la Corte Interamericana, que considera que el derecho a la protección judicial, salvaguarda al ciudadano frente al ejercicio arbitrario del poder público, este “es el objetivo primordial de la protección internacional de los derechos humanos”�.  


� Sentencia C-025 de 2009.


� Ver folio 21.
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